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aquél, como fue la falta de cita de los preceptospró­
cesares infringidos, que 'dispone el arto 377 LEC. Se
produce así una evidente falta de correlación entre la
finalidad del recurso y la causa que veta el acceso ,a
éf, imposible de cumplir ~n un caso en el que no se
discute la tramitación procesal, desencadenando una­
inadmisión que no sólo.cierra la. posibilidad de que· e,1
órgano judicial vuelva a considerar el motivo de fondo
planteado; sino que es una decisión judicial en- sí misma
irrecurrible, a tenor del arto 377 LEC. la inadmisión
del recurso es una d.ecisión claramente irrazonable ó
arbitraria y contraria, por tanto, al derecho' recónocido
y tutelado por elart. 24 C.E

FALLO

En atención atado lo expue~to, el Tr.ibunal Cons­
titucional, POR LA AUTo'RIDAD QUE LE CONFIERE LA CON~TITUCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, ,

Ha decidido

Estimar el·. recurso 'de amparo 'J1resentado por ((FE­
REGAMA, S. L» y ((Compañía de Mensajeros CMM, S. L»
y, en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho de las recurrentes a la
tutela judicial efectiva del a'rt. 24·C.E. . '

2.° Anular la.. providencia del Juzgado de lo Social
núm. 12 de Valencia; de 21 deoctubre.de .1993, dictada
en ejecución de Sentencia en .el procedimiento núm.
198/93.

3.° Disponer que dicho Juzgado de lo Social pro­
ceda a tramitar el recurso de reposición que lapa.rte
recurrente interpuso contra el Auto de5 de' octubre de
1993.

Publíqueseesta Sentencia en el ((Boletín Oficial del
E~ad~. -

'.
Dada en Madrid, a veintiuno de noviembre de· mil

novecientos noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez" Berei­
jo.-Vicente Gimeno Sendra...;."Pedro Cruz Vi.llalón.-Enri­
que Ruiz VadiUo.....;.ManueIJiménez deParga y ,Cabra­
ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmado\, rubricado.

27748 'Sala Primera. Sentencia,173/1995, de 21 de
novi~mbre. d~ .1995.'Recqrso de. 'amparo
2;339/1994. Contra S~ritenciade la Sala Pri­
mera del Tribunal.SupfémO, estimatoria' de
recurso de casación intefpuesto contra la. dic­
tada por la Audiei7'cia Provincial de Madrid,

I recaída a.suvez en .•reCl)rSQ de apelación con­
tia la de,l Juzgadode:'Prlmera. .Instancia núm.
26 de esta mismacapita/(fln ,procedimiento
incidental de tutela del derecho al honor. Vul­
neración del derecho á la ,libertadde expresión
y de' información: -Ponderación"judicial inde­
bida de los derechos fundamentales en cot;J-

.flicto.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bere.ijo; .Presidente, don
Vi.cante Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo;"don Manuel. Jiménez de Parga 'y

Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado

. EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.339/94, promovido
por don Juan Luis Cebrián. Echarri, don Bonifacio de la
Cuadra Fernández y la eñtidad ((Promotora de Informa­
Giones, S. A.», bajo la. representación procesal del Pro­
curador de los Tribunales don Argimiro Vázquez Guillén,

R _,ydefendidospor el"letrado señor Córdoba García contra
la Sentencia' de :Ia Sala Primera ~el Tribunal Supremo,
de 20 de mayo de 1994, por la que se estimó el recurso
de casación interpuesto contra la dictada por la Sección
Duodécima de fa Audiencia Provincial de Madrid, de 24
de diciembre de 1990, recaída a su vez en recurso de
apelación ,'con~ra la Sentenci~ del. Juzgado de Primera
Instancia núm. 26 de esta misma Capital el 27 de julio
de 1989, en proceclimientoincidental de tutela del dere-·
cho al honor. Han sido.parte don José Ramón López-Fan­
do Raynaud y don Eduardo Pardo Unánua, representados
por el Procurador don Carlos de Zulueta y Cebrián, y
asistidos por el Letrado don Francisco Molina Horcajada.
Ha .intervenido el Min.isterio .Fiscal.. Ha sido Ponente el
Magistrado don Enrique Ruiz· Vadillo, quien expresa el ,
parecer 'de la Sala.

'l. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el
día 1 de julio, de 1994,·don Juan Luis Cebrián Echarri,
don Bonifacio de la Cuadra Fernández y la entidad ((Pro­
motora de Info'rmaciones, S. A.», bajo la representación
procesal del P".ocur~dor d.e los Tribunales don Argimiro
Vázquez Guillén,interpusieron recurso de amparo contra
la Sentencia de la. Sala Primera del.Tribunal. Supremo,
de 20 de mayo de 1994, que consideran lesiva de sus
derechos. fundamentales a la .libertad ideológica (art.
16. 1 C.E.) y a .Ias libertades' de expresión (art. 20. 1 a)
C.E] ~ información (art. 20. 1 ~) C.E]. •

2. los hechos en' los que Se basa la demanda son,
sucintamente ~xpuestos, los siguientes:

~) EI·10 de octubre de .1986 se publicó eO' el diario
((El País» un editorial bajo el título ((Un Tribunal contra
la Historia», así como un artículo firmado por don Boni­
faciode la .Cuadra, Fernández titulado ((El Auto que cues­
tiona la constitucionalidad de la Ley dé Incompatibili­
dades, pendiente de· admisión a trámite», en los. que
se criticaba la decisión de la Sala Segunda del Tribunal
Central de Trabajo de'plantear una cuestión de incons­
tituCionalidad contra la Disposición transitoria pr.mera
de la mencionada Ley de Incompatibilidades. En el edi­
torial se afirmaba que lo verdaderamente anticonstitu­
cional era el órgano que .había adoptado el Autp, púes
choca frontalmente con la unidad de jurisdicción esta­
blecida por la Constitución, y que (ela resolución del Tri­
búnal Central de Tra~ajo (oo.) sólo. puede ser enjuiciada
como· un nuevo acto de resistencia, de los muchos que
se vienen produciendo contra la aplicaciÓn de una ley
indispensable para el funcionamiento del Estado. Es -se­
guía diciendo el editorial- un acto pueril Gontra el curso
de la historia, pues pretende mantener los privilegios
de una minoría, a. los que califica 'de derechos sobre
los derechos, éstos sí, de la mayoría de 'los ciudadanos.
Y se inscribe en "la más pura táctica de filibustérismo
a que recurre la derecha reaccionaria, desesperada como
está frente a la inexistencia de una alternativa de derecha
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democrática y moderna, capaz de desalojar a los socia­
listas en el poden).

Por su parte, en el artículo firmado por don Bonifacio
de la Cuadra se amplía la información sobre la resolución
judicial criticada, se destaca la coincidencia de algunos
de sus argumentos con el recur~o de inconstituciona­
lidad interpuesto contra la propia ley por el Grupo Popu­
lar, para, después, señalar la gran satisfacción que.había
producido en el sector médico1 como el más afectado.
finalmente, y bajo el epígrafe «Un·hombre, un puesto))
se afirmaba que «en círculos jurídicos progresistas se
encuadra este contencioso dentro de la batalla conser­
vadora contra la filosofía de la ley de incompatibilidades
(...). La Sala que ha planteado la cuestión,- a extinguir
en virtud de la nueva Ley Orgánica del Poder. Judicial,
está presidida por don Julio Cueva, de sesenta y cuatro
años, y .la integran don José Ramón lópez-fando, de
cincuenta y un años, yerno de don Adolfo de Miguel

. -Presidente de la Sala' de lo Penal del Tribunal Supremo
en la última etapa franquista y defensor de algunos impli­
cados en la intentona golpista del 23-f-, y don Eduardo
Pardo Unánua, de sesenta y seis años. Entre los Abo­
gados laboralistas, estos dos últimos Magistrados se vin­
culan con sectores de extrema derecha)).

b) Como reacción a las referidas informaciones el
Pleno del Tribunal Central de Trabajo acordó interponer
.denuncia por si los hechos pudieran ser constitutivos
de delito. Mediante Auto del Juzgado de Instrucción
núm. 12 de Madrid, de. 2 de diciembre de 1986, se
decidió el archivo de las diligencias, reservándose las
acciones civiles que pudieran corresponder a los deman­
dantes.

c) Al mismo tiempo, los .Magistrados don José I

Ramón J-ópez-fando Raynaud y don..Eduardo Pardo Uná­
nua interpUsieron demanda de protección del derecho
al honor de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica
1/1982. Dicha demanda fue estimada por Sentencia
de 27 de julio de 1989, del Juzgado de Primera Instancia
núm. 26 de Madrid, por la que se condenaba a los
demandados al pago de una indemnización de dos millo­
nes de pesetas a cada uno de los actores y.a·la publi­
cación de la parte dispositiva de· la Sentencia en dos
periódicos de esta Capital a costa de los demandados,
apañe de la publicación que se debía hacer en el diario
eeEI País)). .

d) frente a esta Sentencia presentaron los conde­
nados recurso de apelación, que fue estimado por Sen­
tencia de la Sección Duodécima dé la Audiencia Pro­
vincial de Madrid, de ·24 de diciembre de 1990.

e) .Contra dicha Sentencia se interpuso recurso' de
casación por los demandantés-apelados. la Sala Primera
del Tribunal Supremo estimó el recurso, confirmando
la Sentencia de instancia. Entendió la Sala que los artí­
culos periodísticos, al vincular la decisión. del Tribunal
Central de Trabajo con determinados sectores políticos,
suponen un ataque a la independencia, intimidad y honor
de. los.Magistrados, ataque eeque se revela con mayor
mala fe cuando, sin ne~esidad alguna para subrayar la
discrepancia de pareceres, se designa a los Magistrados
por sus·nombres y apellidos, se 'consigna su edad (para
vincularlos con épocas pretéritas) y se sacan a relucir
afinidades familiares que nada tienen que ver con la
resolución con la· que se discrepa, ni con ·'a ratio' que
inspira el planteamiento de la cuestión de posible antí­
constitucionalidad)); se afirma, igualmente, que editorial.
y artículo no pueden desligarse y obedecen cea una misma
finalidad de desprestigio y descrédito para la institución
y·para los que encarnan el poder jurisdiscente)).

3. Contra dicha Sentencia se interpone recurso de
amparo, interesando su nulidad, así como la suspensión
de su ejecución. Consideran los recurrentes que el Tri­
bunal Supremo no ha realizado una ponderación cons­
titucionalmente adecuada de los derechos fundamen­
tales colisionados, violando, de este modo, su libertad
.ideológica (a.rt. 16. t C.E.) y sus libertades de información
y expresión [arto 20. 1 a) y dl C.E.]. Para intentar· demos­
trar. esta afirmación, y tras recordar la jurisprudencia de
este Tribunal sobre la forma de realizar la ponderación
de los derechos en juego en estos conflictos, se parte
en la demand~ de la diferencia existente entre un edi- .
torial y un artículo periodístico, diferencia qué habría
sido desconocida por el Tribunal Supremo y que lleva
a tratamientos diversos desde la perspectiva del derecho
al honor y a la necesidad de distinguir bien quiénes son
Jos responsables en cada caso; el Tribunal Supremo, al
.haber condenado a los demandados conjuntamente, sin
diferenciar las responsabilidades propias del autor del
artículo de las del cürector y la empresa promotora del
medio, incurre en una violación del principio de igualdad
y de imputación jurídica. Tras esta afirmación se analiza
en ·Ia demanda· cada· uno de los textos periodísticos. En
rela~ión con el editorial-del que sólo serán responsables
el dtrector del periódico., don .Juan Luis Cebrián Echarri
y la .mercantil eePromotora de Informaciones, S.A.)) se
afirma que no informa. sobre hechos, sino que e~ la
apuesta ideológica, el posicionamiento ante los mismos;
es, en consecuencia, manifestación de la libertad de
expresión y de la libertad ideológica, y su límite se
~~c~entra.enel no .empleo de expresiones, apelativos
1nJuflosoS innecesarios. En el presente casol se realiza
una crítica histórica del Tribunal Central de Trabajo y
.una crítica ideológica.de la resolución adoptada; ·la pri­
mera de ellas no se refiere en modo alguno, a los Magis­
trados, que sólo se v,en afectados por la crítica que se
hace del Auto de planteamiento de la cuestión de incons­
titucionalidad, pero esta. crítica, aun siendo dura, no
incurre en ningún exceso lesivo de su derecho al honor.

En cuanto al artículo, está estructurado en cuatro
columnas d~ l~s q~e.last~e~ J?r!meras se limitan a recoger
el hecho-notlcla, Sin inclUir JUICIOS de valor o comentarios.
Esta información se completa en la última columna con
una brevísima alusión a los Magistrados integrantes de
la Sala, en la que se constatan algunos datos personales
y se afirma que dos de ellos son vinculados por los abo­
gados laboralistas con sectores de la extrema derecha.
Se. afirma en la demanda de amparo que estos hechos
quedaron probados en autos y que, en todo caso la

_.ªdscripción a una ideología no desmerece si es verdad;
y si no lo es, el ámbito .propio de protección jurídica
no es el de intromisión ilegítima en el derecho al honor
o a la intimidad, sino el del derecho· de rectificación
que, sin embargo, no fue ejercitado. En todo caso, al
seña.lar dicha vinculación no se está' imputando a los
Magistrados un delito de prevaricación. El contenido del
artículo estaba, en consecuencia perfectamente tutelado
por la libertad de información.

4. tyledia~te providencia de 18 de julio de 1994,
la Sección Primera de este Tribunal acordó solicitar a
los recurrentes que acreditaran la fecha de notificación
de ~a Sentencia .impugnada, así como q~e aportaran .
copta de las Sentencias dictadas por el Juzgado de Pri­
mera Instancia núm. 26 y por la Audiencia Provincial
de Madrid, a lo que se dio cumplimiento mediante' escrito
registrado el27 de julio siguiente.

5. Por nuevo proveído de 31 de octubre de 1994
la Secci~n. acordó admitir a. trámite la dem~nda de ampa­
ro y sohc~tar a· la Sala Pnmeradel Tribunal· Supremo,
a la Secctón Duodécima de la Audiencia Provincial de
Madrid y al Juzgado de Primera Instancia núm. 26 de
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esta' misma Capital, que remitieran certificación o foto­
copia adverada de las correspondientes actuaciones,
interesándose' al p~opio tiempo el emplazamiento de
quienes hubieran sido partes en el procedimiento judicial.

6. En la. misma providencia de 31 de octubre de
1994 se acordó igualmente la formación de la oportuna
pieza separada de suspensión y, una vez evacuados los
trámites pertinentes, la Sala Primera dictó Auto el 28
de noviembre de 1994 acordando la suspensión de la
ejecución de la Sentencia impugnada en lo que se refiere
a la publicación de la parte dispositiva de dicha reso­
lución en dos periódicos de esta Capital y en el diario
«El País», denegándola respecto del pago de lasindem­
nizaciones acordadas. '

7. El 24 de noviembre y el 15 de dici.embre de 1994
se recibieron en este Tribunal las actuaciones remitidas
por el Tribunal Supremo y la,Audiencia Provincial dé
Madrid. El 4 de enero de 1995 se registró el escrito
del Juzgado de Primera Instancia núm. 26 de 'Madrid
en el que se comunicaba que se habían realizado los
oportunos emplazamientós y al que se acompañaba tes­
timonio de los autos seguidos ante el mismo.

8. El 30 de diciembre de 1994 se personaron ante
este Tribunal don José Ramón López-Fando Raynaud
y don Eduardo Pardo Unánua, representados por el Pro­
curador don Carlos de Zulueta Cebrián, solicitando se
les tuviera por parte en el recurso de amparo. Mediante
providencia de 16 de enero de 1995 la Sección Primera
acordó tener por personado al mencionado Procurador
y, ,a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, dar vista
de las actuaciones al Ministerio Fiscal y a las partes
personadas para que en el, plazo común de veinte días
formula~en las' alegaciones que estimaren, pertinentes.

9. EI24 de enero se recibió el escrito de alegaciones
de los recurrentes. En él se vuelve a insistir en los extre­
mos. tratados en la demanda de amparo; se alude, en
primer lugar, a la necesidad de delimitar bien las autorías
y, consecuentemente, las responsabilidades atribuidas
a los diferentes, demandados, ,lo que, sin embargo, no
se hizo por el Tribunal Supremo, que atribuyó una res­
ponsabilidad colectiva a los tres sujetos demandados.
En rigor, del editorial responden únicamente el director
y la Sociedad ed~tprial, mientras que del artículo res­
ponden tanto éstos como su própio autor, don Bonifacio
de la Cuadra. En segundo lugar, se insiste ~n que los
contenidos de ambps textos periodísticos estaban pro­
tegidos por la libertad de expresión y el derecho a infor­
mar. Eleditorial se limita á ·recoger opiniones sin incl.Jrrir
en expresiones. innecesaria,s,injuriosas o denigrantes..
La única expresión que podría reputarse como innece­
saria sería la'palabra <<filibustero)) que, sin emba(go, está
usada en sentido figurado con el único deseo de reflejar
la opinión de que con la resolución del órgano judicial
criticada se estaba obstaculizando la evolución normal
del sistema político. En cuanto al artículo, reúne los requi­
sitos de informar ,sobre un tema de interés general y
de veracidad. En el proceso quedó probada la veracidad
de la, información según la cual los Magistradosdeman­
dantes eran vinculados ¡JÓf un sector de la abogacía
especializada en temas laborales con la extremaderecha.
Por otra 'parte, y aunque esta afirmación no fue.ra cierta,
tampoco supondría una intromisión ilegítima en el dere­
cho al honor, pues ésta supone,un desprestigio personal
que no se da por la adscripción a una ideología política
en un sistema democrático. En todo caso, siempre se,
podría haber acudido al derecho de rectificación. O'el
mismo modo, lá información familiar publicada, aunque ­
se pudiese considerar innecesaria, no supone un ataque

al honor de la persona con laque se establece una rela­
ción de parentesco.

10. .El 7 de febrero siguiente formularon sus ale­
gaciones don José Ramón López-Fando Raynaud y don
Eduardo Pardo Unánua. Se niega, en primer lugar, en
dicho escrito que haya quedado acreditada en el proceso
su pertenencia a la extrema derecha. Ninguna ,de las
Sentencias pronunciadas en estas actuaciones ha dicho
nada sobre el particular, apoyándose .los recurrentes. en
amparo en un acta notarial firmada por varios individuos,
acta que .no constituye prueba testifical, sino un juicio'
de valor interesado formulado por amigos íntimos de
uno de los recurrentes. Entrando en el fondo de la cues­
tión planteada, y tras recordar que ningún' derecho es
absoluto y que, en concreto, las libertades de información
y expresión encuentran su límite en el derecho al honor
de terceros, se afirma que son dos las cuestiones que
deben abordarse en la oposidón a lél' petición de amparo
constitucional. La primera consiste en determinar si el
prestigio profesional forma' parte del contenido del
honor, y así debe" concluirse tal y como ha hecho este
Tribunal en la STC 223/1992. La segunda .cuestión se
refiere a si la actuación de los recurrentes se encuentra
amparada por las libertades de expresión 'e información,
cuestión a la que debe responderse negativamente pues
a unos Jueces que han aplicado la ley no se les puede
dirigir peor insulto' que el de atribuirles en el pronun­
ciamiento de una resolución un móvil político, sea det
signo que sea. Se les ha imputado 'la comisión de un
delito de prevaricación, pues' se atribuye a los Magis­
trados'demandantes haQer puesto la Administración de
Justicia al'servicio, de unos intereses políticos y esta
actuación no puede encontrar justificación en norma
alguna. Se realizan, en. defir:-titiva, imputaciones gratuitas

,8 innecesarias o irrelevantes con relación a la noticia
'que no están amparadas por las libertades de expresión
e información. Concluye el escrito de alegaciones con
la afirmación de que la cuestión planteada sobre la deli­
mitación de la autoría y atribución de resp'onsabilidades
es un problema de legalidad ordi~aria en la que no puede
entrar el Tribunal Constitucional por estar 'limitada su
cognitio judicial, c~mo claramente se infiere de los tér­
minos del arto 55 LOTC.

11. El escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal
se registró el 17 de febrero de 1995. En relación con
la primera de las cuestiones planteadas por los recurren­
tes -la incorrecta atribución de responsabilidades- con­
sidera el Fiscal que en la Sentencia del Tribunal Supremo
se razona y motiva ·Ia responsabilidad conjunta de los
r~sponsables de la editorial y del autor del artículo con
fundamento en la norma y en la unidad de propósito
que se aprecia entre el editorial y el a'rtícul0 publicados
en el mismo periódico y el mismo día. Dicha unidad
de propósito se desprende claramente de la simple lec­
tura de los textos, pues el artículo constituye el apoyo
fáctico del editorial. Respecto de la cuestión de fondo,
afirma el Fiscal que la Sentencia recurrida fundament~

la ponderación que realiza de manera-razonable y no
arbitraria, al entender que las referidas informaciones
'traspasaban los justos límites de la crítica para entrar
claramente en la fillalidad de desprestigiar y desacreditar
no sólo a la Sala que adoptó la resolución criticada, sino
también a los'miembros que la integraban, al imputarles
actividades' contrarias al ejercicio de la jurisdicción como'
es dictar resolucipnes judiciales con fines partidistas, que
responden al interés de un determinado sector político.
La crítica de la resolución del Tribunal desde el ejercicio
del derecho a la 'libertad de expresión, información e
ideológica no necesitaba atribuir a la misma finalidades
políticas ni determinar quiénes la componían ni sus cir­
cunstancias personales que nada afectan ni tienen que .
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ver con el ejercicio de su función jurisdiccional, y que
responden claramente a un intento de fundamentar
dicha crítica en elementos que, atacando el prestigio
y honor de los Magistrados, doten de' verosimilitud no
acreditada a la crítica. Concluye el Ministerio Público
que la ponderación realizada por el Tribunal Supremo
es adecuada a las normas constitucionales y no vulnera
ninguno de los derechos alegados por los recurrentes,
procediendo, por tanto, que se dicte Sentencia deses­
timatoria del recurso- de amparo.

12. Por providencia de 20 de noviembre de 1995,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 21 del mismo lTles y año. .

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto del presente recurso de amparo lo cons­
tituye la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Supre­
mo de 20 de mayo de 1994 y la cuestión suscitada
se concreta en determinar si la ponderacióR que en ella
se realiza entre el derecho al honor (art. 18 C.E.) y las
Hbertadesde expresión e información [arto 20. 1 a) y d)
C.E.] es constitucionalmente adecuada' o si, como sos­
tienen fos recurrentes; se ha traducido en una vulne­
ración de su libertad ideológica (art. 16. 1 C.E.) y de laSi
referidas libertades de información y expresión. Antes
de abordar dicha cuestión conviene realizar dos pun­
tualizaciones. En primer lugar, es preciso poner de relieve
que la alegada lesión de la libertad ideológica no puede
tener en este supuesto un tratamiento autónomo, sino

.que deberá examinarse conjuntamente con las otras
libertades invocadas pues, aun cuando toda expresión
de ideologíaqüeda dentro del ámbito de protección del
art. 16. 1 e.E., ya que el derecho queé~te reconoce no
puede entenders6«simplemente absorbido)) por lasliber­
tades del arto 20 de la misma Norma fundamental (STC '
20/1990), en~el presente caso, el ejercicio de la libertad
ideológica se Goncr'eta precisamente en las críticas ver­
tidas en ejercicio de las libertades de expresión e infor­
mación. En segundo lugar, se debe también tener en
cuenta que la "demanda de amparo' se articula en torno
a dos pretensiones de distinto alcance: de una parte,
se considera que el, Tribunal Supremo ha realizado una
incorrecta ponderación de los derechos en conflicto; de
otra, se afirma que, aunque se admitiera la conclusión
contraria, el Tribunal Supremo habría incurrido también
en un error en la determinación de las responsabilidades
derivadas de los hechos enjuiciados. Esta última con­
sideración tiene un claro carácter subsidiario y, en con­
secuencia, sólo procéderá su examen si, previamente,
se concluye que la decisión judicial ha supuesto, vul­
neracióñ de las libertades de expresión e' información.

2. la doctrina de este Tribunal respecto de la posi­
ble colisión entre el derecho al honor y las libertades
de expresión e información es muy extensa y, porme­
norizada y permite en la actualidad fijar hasta cierto pun­
to los límites y fronteras entre unoy otras. Parece, pues,
obligado recoger ahora las líneas maestras de nuestra
jurisprudencia respecto del tema que aquí se debate
para posteriormente, en un segundo momento, aplicarlas
al recurso de amparo que 'se somete a nuestra con..
sideración.

Por lo que respecta a la refevancia de la información,
esta nota, como ha dicho la STC 219/1992, ccderiva
tanto del contenido como de la finalidad misma del dere­
cho reconocido en el art. 20. 1 d) C.E.)), sin que pueda
olvidarse que, como todos los derechos fundamentales,
el que consiste en comunicar d recibir libremente infor­
mación no es absoluto pues su ejercicio se justifica en
atención a la relevancia social de aquello quese comu­
nica y recibe para poder así contribuir a la formación

de la opinión pública)). Unicamente aquellas sociedades
que pueden recibir informaciones veraces y opiniones
diversas de cuanto constituyen los aspectos más imp<>r­
tantesde la vida comunitaria, están en condiciones de
ejercitar, después, sus derechos y cumplir sus deberes
como ciudadanos, partiendo del principio esencial de
que la soberanía nacional reside en el pueblo, del que
emanan los poderes del Estado (art. 1,2 e.E.). Por ello,
como ha dicho la STC 41/1994, ccel concepto de intro­
misión ilegítima en el derecho al honor, a que se refiere
el arto 7.7 de la Ley Orgánica 111982, debe ser inter­
pretado y aplicado de fQrmaque respete el contenido
esencial del derecho a difundir informacióm).

De esta manera nos acercamos a un punto de equi­
librio, identificable con el principio de proporcionalidad,
inherente al valor justicia, que nace de la exclusión del
«carácter ilegitimo de la divulgación de hechos concer­
nientes a una persona que pudieran hacerla desmerecer
en la opinión ajena cuando ello pueda entenderse ejer­
ciciolegítimo del derecho a difundir información, lo que
exige la necesaria concurrencia en la noticia de unos
requisitos esenciales: de una parte, el interés y la rele­
vancia de la información divulgada (SSTC 107/1988;
'171/1990; 214/1991; 40/1992 ó85/1992, entre
otras) como presupuésto de la misma idea de «noticia))
y como indicio de la correspondencia de la información
con un interés general en el conocimiento de los hechos
sobre los que versa. De otra parte, la necesidad de que
la información sea veraz (SSTC 171/1990,15/1993 ó
178/1993, entre otras))) (STC 41/1994, ya citada).
Como ha. dicho la STC 172/1990 celas libertades del
arto 20 de la Constitución no sólo son derechos fun­
damentales de cada ciudadano, sino también condición
de existencia de la opinión pública libre, indisolublemen­
te unida al pluralismo político que es un valor funda­
mental y requisito de funcionam,iento del' Estado demo­
crático. Esta excepcional trascendencia oto'rgaa las
expresadas libertades un valor, de derecho prevalente
sobre los derechos de la personalidad garantizados por
el arto 18.1 de la Constitución, en los que no concurre
esa dimensión de garantía de la opinión pública libre
y del principio de legitimidad democrática)).

.Por otra parte, hay que destacar que los conceptos
informaCión y opinión aparecen frecuentemente en la
realidad social entremezclados sin que pueda estable­
cerse una separación tajante entre ellos. Es frecuente
que un acontecimiento del que se da noticia (que debe'
ser veraz para merecer la protección del ordenamiento
jurídico en el sentido de exigirse en quien lo difunde
el propósito de buscar la verdad a través de una especial
diligencia a fin de contrastar debidamente la información
que asegure la seriedad del esfuerzo informativo, como
recuerda la STC 219/1992, entre otras). La opinión tiene
límites distintos puesto que ·de ella, en cuanto tal, no
es necesariamente predicable la veracidad en el sentido
antes -~xpuesto. Del' acierto o desacierto de lo que se
opine o exponga deciden, en último término, quienes
leen, escuchan o ven.

3. Es también doctrina uniforme y pacífica de este
Tribunal qué eh este orden de cosas han de actuar otras
exigencias igualmente importantes, así la no utilización
-lo que es predicable de la información y de la expresión

,'en general- de palabras <> frases insultantes, vejatorias
o descalificadoras de la persona a la que se refieren,
innecesarias para el fin perseguido con la información
y la opinión. Se puede discrepar, censurar y criticar con
toda la fuerza que se estime necesaria pero no insultar,
debiéndose tener en cuenta que. el nivel de prote'cción
de la intimidad personal y familiar en cuanto confluye
con el derecho a la propia imagen y al honor (arts. 18.1
y 20.4 C.E.) puede alcanzar distintas intensidades. Como
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tantos Qtros 'concepto8., el de <cnecesidad»· al que nos
venimos refiriendo, constituye lo que la doctrina llama .
«conceptoindeterrriinado)) que exige en sus correspon- \
dientes aplicaciones un examen riguroso de sus con­
tenidos y límites. La STC 190/1992.recuerda que el
deslinde de las libertades de expresión y de información
no es núnca total y absoluto y que es el conflicto entre
el derecho al honor y el derecho a la libertad de expresión
el que'los órganos judiciales,hande ponderar.

Como ha dicho la STC 171/1990 de12 de noviembre
«el efecto legitimador del derecho de información que
se deriva de su valor preferente, requiere, porconsiguien­
te, no sólo que la informaci6n sea veraz -requisito nece­
sario directamente exigido por la propia Constitución,
pero no suficiente (al que ya hicimosreferencia)- sino
que la información tenga relevancia púbJica, lo cual con­
lleva que la información veraz. que carece de ella no
merece la especial protección constitucional. El criterio
a utilizar en la comprobación de esa, relevancia pública
de la información varía según sea la condición pública
o privada del implicado en el hecho objeto de la infor­
mación o el grado de proyección pública que éste haya
dado, dé manera regular~ a su propia persona, pl)e~to
que los personajes públicos o dedicados a actividades
que p,ersiguen notoriedad públicá aceptan voluntaria­
mente el riesgo de que sus derechos subjetivos de per­
sonalidad resulten afectados por criticas, opiniones o
revelaciones adversas y, por tanto, el derecho de infor- '
mación alcanza, en relación con ellos, su máximo nivel
de eficacia legitimadora, en cuanto que su vida y coI'l;
ducta participan del interés general con una mayor inten­
sidad que la de aquellas personas privadas,que, sin voca­
ción ni proyección pública, se ven circunstancialmente
involucradas en asuntos de trascendencia pública, a las
cuales hay que, por consiguiente, reconocer un ámbito
súperior de privacidaQ, que impide conceder trascen­
dencia general a hecflos o conductas que la tendrían
de ser referidas a personajes públicos».

_ 4. Así las cosas obligado resulta considerar a los ­
efectos que aquí interesan los hechos que sirven de apo­
yatura a la demanda,de amparo y su incidencia, dentro
de la doctrina de este tribunal expuesta, en el derecho
al honor. Como se ha recogido con más detalle en los
antecedentes, el 19 de octubre de 1986 el diario «El
País» publicó un editorial bajo el título «Un Tribunal con­
tra. la Historia» y un artículo firmado por el1leriodista
don Bonifacio de la Cuadra titulado «El Auto que cues­
tiona la constitucionalidad de la Ley de Incompatibili­
dades, pendiente de admisión a trámite)). El origen de
estos dos escritos, el primero,. claramente de opinión
y el segl)ndo fundamentalmente informativo, es común.
Nacen como consecuencia' de un proceso judicial segui­
do ante el ya desaparecido Tribunal Central de Trabajo
en el qu~ había de decidirse sobre el cese de un emplea­
do público que desempeñabá dos actividades remune­
radas por aplicación de la lIam~da" Ley de Incompati­
bilidades y en el que dicho TribunaJ, que conocía de
los recursos de suplicación en el orden jurisdiccional
social -la llamada por algunos pequeña casación labo­
ral-, acordó plantear una ,cuestión de inconstituciona­
lidad 'respecto de la Disposición transitoria primera de
la menciona<;ia Ley en relación con ·Ios 'artículos 33 y
10 de la Constitución, al amparo de lo establecido en
el arto 35 y siguientes de la Ley Orgánica 2/1979, de
3 de octubre de este Tribunal Constitucional.

Como queda dicho el Tribunal Central de Trabajo,
en el uso leg'ítimo de la potestad que le atribuye el Orde­
namiento júrídico, planteó una cuestión de inconstitu­
cionalidad en relación con la norma citada por entender
que de ella dependía el fallo o parte dispositiva de la
Sentencia a dictar y tener una duda'· razonable de' su

ajuste a la Constitución, por lo que tratándose de una
norma con rango de Ley y. posterior a la promulgación
de la Carta Magna, splo podía dejar de aplicarla si el
Tribunal Constitucional la expulsaba ·del ordenamiento.
El periódico citado, también en el ejercicio legítimo de
su derecho' de informar, dio a conocer esta noticia y
opinó. sobre ella· apoyándose en las razones. que en el
medio de comunicación se exponían. El tema, pues, se
reconduce, a detérminar si este derecho de crítica se
ejerció o no dentro de los parámetros expuestos: noticia
veraz, de interés público y no utilización de palabras
o frases innecesariamente hirientes para la dignidad y
el honor' de los Magistrados que resolvieron plantear
a este Tribunal la cuestión de inconstitucionalidad.

5. Al tenerse por agraviados los Magistrados que
formaron la'Sala del Tribunal Central de Trabajo, fueron
varios los órganos jurisdiccionales que intervinieron, el
Juzgado de Instrucción que archivó las correspondientes
diligencias entendiendo que los hechos no constituían
infracción penal, el Juzgado de Primera Instancia que
en 1987 entendió subsufl)ibles los _mismos en la Ley
Especial de .Protección del honor, de la intimidad per­
sonal y familiar yde la imagen, la Audiencia Provincial
que en 1990· al estimar el recurso de apelación i-nter-

"puesto por los condenados estimó que los hechos care­
cían de ilicitud y el Tribunal Supremo que en 1994 al
casar la Sentencia de la Audiencia mantuvo en todos
sus extremos· la .del. Juzgado de Primera Instancia que
había sido, como ya se anticipó, condenatoria. Y de todas
las resoluciones hay que decir que fueron expresiones
judiciales razonadas, respuestas satisfactorias a las pre­
tensiones ante ellos formuladas qúe buscaron en todos
los casos la correspondiente ponderación de los inte-

" . reses y valores en juego como tantas veces ha expresado
este Tribunal.: ' !

La dificultad radica, pues, en encontrar aquella solu­
ción que se corresponda mejor, con la ponderación de
los derechos fundamentales en conflicto según la doc­
trina de este Tribunal como intérprete supremo de la
Constitución, de acuerdo con elart. 1 de stJ Ley Orgánica.

Las ideas políticas y las adscripciones,correspondien­
tes son siempre legítimas con tal de que respeten los
principios del Estado de Derecho establecidos por nues­
tra Ley fundamental. Las ideas evolucionan y lo que un
día decide el pueblo como más oportuno, en otra ocasión
lo rechaza o lomodifica sin que ello suponga otra censura
que .Ia que deriva del ejercicio legítimo de las corres­
pondientes opciones. Por ello, decir de alguien que es
afín a unas u otras ,ideas políticas no significa insulto.
En este sentido es·obligada la lectura completa del.edi­
torial y del artículo periodístico sin aislar frases o auto­
nomizar palabras que fuera de su contexto general pudie­
ran inducir a un distinto entendimiento de su' conjunto.
En el editorial se escribía que el Auto judicial criticado
era un acto pueril contra el curso de la Historia, 'qtJe
pretende mantener los privilegios de una minoría, mani­
festándose después que dicha resolución se inscribía
en la más pura táctica del filibusterismo a que recurría
la derecha reaccionaria, desesperada como está frente
a la inexistencia de una alternativa de derecha demo­
crática y moderna, capaz de desalojar a los socialistas
en .el poder. En el artículQ periodístico de referencia se
destacaba la coincidencia del sentido del Auto con las
alegaciones presentadas por el Grupo Parlamentario
Popular, manifestando entre otras cosas la satisfacción
que ello produjo en el sector médico como más afectado,
recogiendo a continuación. después de otras conside­
raciones, las edades de' los Magistrados que formaron
la Sala y el parentesco de uno de ellos con el que fue
Presidente de la Sala Segunda del Tribunal Supremo
en la última etapa franquista y defensor, después, de
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algunos implicados en la intentona "golpista del 23 de
febrero.

El problema se plantea, por consiguiente, a la hora
de fijar si el editorial y el artículo periodísíco, o alguno
de ellos, sobrepasó lo que de acuerdo con la doctrina
expuesta debe constituir Qarrera o frontera entre ta noti­
cia y su comentario crítico y el insulto o la vejación
innecesarios. .

El tema que se exponía en el diario citado tenía obvia­
mente un interés general. Una gran parte de los ciu­
dadanos se veían afectados, positiva o negativamente
por la Ley de Incompatibilidades y era bueno que pudie- ,
ran conocer "a través de distintos medios de comuni­
cación, que cuanto más libres, independientes y plurales
mejor" satisfarán esta exigencia social, las distintas vici­
situdes de la nueva normativa siendo importante que
un Tribunal" de Justicia hubiera planteado" la constitu­
cionalidad de la citada Ley al· Tribunal Constitucional
gue era el único que podía decidir de' manera definitiva
la cuestión planteada. "

6. Queda, en consecuencia, y por último, determinar
si los textos periodísticos han incluido palabras a frases
innecesariamente hirientes para la dignidad y el honor
de los Magistrados integrantes de la Sala del Tribunal
Central de-Trabajo. Sostienen éstos en sus alegaciones
-y ala misma conclusión llega el Ministerio Fiscal-que
en los referidos textos se les imputa la comisión de un
delito de prevaricación por" cuanto se viene a afirmar
que la resolución judicial cr-lticada se había adoptado
por un móvil político, esdecfr,se les atribuye haber pues­
to la Administración de Justicia al servicio de unos inte­
reses políticos, lo que ha es otra cosa ,que' una forma
de prevaricación o corrupción. -Sin embargo, la lectura
global del editorial y del artículo muestra que en ellos
se realiza no una imputación concreta de un" delito de
"prevaricación -y así lo entendió el Juez penal al ordenar
el archivo de las diligencias, sin que, por atraparte, tal
decisión fuera recurrida- sino una crítica general de la
resolución adoptada, en la medida "en que se consideraba
impregnada {je una determinada ideología sin que esa
posible vinculación pueda entenderse en sí misma como
un insulto, ni constituir por sí misma una ingerencia en
el honor de los afectados.

Los Jueces y Tribunales constituyen uno de los pode,,:
res del Estado adm"inistrando la justicia que emana del

.pueblo en nombre .del Rey, estando sometidos única­
mente al imperio de la Ley, con arreglo· al art. 1.17.1
C.E. Al actuar así han de interpretar las Leyes que han
de aplicar, esto es han de descubrir su sentidp y alcance,
y esa" tarea, m~y difícil, compleja "y comprometida, está
sometida al control de 19S correspondientes recursos "y
a la censura social, como lo están los otros dos Poderes
del Estado y la Administración' que está también con­
trolada por los Tribunales re6pecto d~la potestad regla-·'
mentaria y de la legalidad de su actuación conforme
al arto 106 en relación especialmente con el 103 de
la C.E.

7. Tratamiento diferente' merece la afirmación, reco­
gida en el editor.ial de que el Auto de planteamiento
de la cuestión de ¡nconstitucionalidad suponía un acto
de filibusterismo. La expresión «filibusterismo» que bien
pudo sustituirse por otra más pacífica, aparece con freo­
cuencia en los medios de comunicación respecto de unas
y otras actitudes políticas o de análoga" significación.
La palabra, ello es obvio, fue utilizada en un sentido
políticQ de obstrución de un determinado proceso de
esta naturaleza, dentro de una comprensión" social del
término. En definitíva se entiende por filibusteros a aque­
llos parlamentarios que pronuncian discursos intermina­
bles con el fin de impedir el estudio y votación de un
asunto. Por extensión se '.Jtilizó en este caso -sin ninguna

..

tazón para atribuir' a la Sala una maniobra dilatoria en
aplicación de una Ley- sin darse cuenta de ,que cuando
un Jue2 o Tribunal formula ante elTribunal Constitucional
una cuestión de inconstitucionalidad realiza una' de las
actividades más importantes y más dignas de elogio,
de .ajuste del sistema jurídico a la Constitución norma
suprema del Ordenamiento. "
. La dignidad y el honor\de los componentes del Tri­
bunal quedaba por encima de lacrítica teniendo·en cuen­
ta que "su decisión no consistía en oponerse alaL.:ey
sino en expresar al Tribunal. Constitucional sus dudas
respecto de la c'onfofmidad de la misma a la Ley. Fun-:­
damental. No eran enos los que iban a decidír sino los
que expresaban a este Tribunal sus problemas en orden
a algo téinimportantecomo lo es siempre el ajuste de
todas las leyes ala Constitución. Se trataba de algo
tan rmportante como. del ejercicio de una actividad que
contribuye a la consolidación del ""I;stado de. Derecho.
Por otra parte,. el mismo editorial y el' artículo venían
a poner, de relieve. que esta resolución~ y lo que podía
significar, satisfarían sin duda a otros sectores de opinión,
igualmente respetables puesto que todo se desarrollaba
dentro del más estricto cumplimiento y ajuste a los. prin­
cipios .constitucionales.

Re.specto al. parentesco de uno de los Magistrados
con otro, no significaba otra cosa que exteriorizar unos
datos que de fJinguna manera podían herir puesto·que
el haber sido primero Presidente de una Sala del Tribunal
Supremo el sl,Jegro del. Magistrado citado y después
defensor de unos acusados, estando ya jubilado, para
nada podía suponer una cr:ítica más allá de, dar cuenta
de esta realidad puesto que el ejercicio de las funciones
judiciales y de la Abogacía suponen la realización efec­
tiva del Derecho, siendo dignas una y otra de la mayor
consideración social.

8. En el presente caso, y por las razones apuntadas~
hemos de concluir que,' aunque las críticas realizadas
por los periodistas son -duras y puedan' no compartirse
e incluso considerarse improcedentes, el Tribunal Central
de Trabajo, al plantear una cuestión de inconstitucio­
nalidad, ,"o fue más allá del ejercicio legítimo de sus
funciones (y buena prueba de ello lo' constituye el hecho
de que este Tribunal admitiera en" su día lá referida cues-

,tión), pero los recurrentes no traspasaron los límites cons­
titucionalmente protegidos por las libertades de expre­
sión e información. No contienen, de un lado, ninguna
acusación de prevaricación y tampoco puede conside-"

I rarse que'supongan ---como parece entenderlo el Tri­
bunal Supremo- una·violación de la independencia judi­
cial que la Constitución garantiza y que constituye pieza

.Clave del Estado de Derecho, sin que por otra parte pueda.
desconocerse'· que de haber estado efectivamente en
ju~go la independencia de los Magistrados la vía más
adecuada para su tutela no sería, posiblemente, la civil
de tutela del derecho al honor. Por otra parte, la inde­
pendencia del Poder Judicial,constitucionalmente garan­
tizada, lo' es respecto de la adopción de decisiones por
los,órganos judiciales, pero .no se ve afectada por la
opinión que de las mismas puedan expresar los ciuda­
danos, quienes pueden legítimamente criticarlas siempre
que no traspasen los límites ya referidos.

Como dice la STC 78/1995 con cita de la STC
107/1988, en todo supuesto de conflicto entre los dere­
chos contenidos en el arto 20. 1a) y d) de la C.E. y art.
18. 1, de la mtsma, los órganos judiciales habrán de llevar
a cabo una ponderación re~isable en amparo de unos
y otros, en atención a la clase de libertad ejercida -de
expresión o de información- ya la condición pública
o privada del ofendido, siendo a tal efecto insuficiente
el criterio de animus iniurandi tradicionalmente utilizado
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Ha decidido

FALLO

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín'Oficial del .
Estado».

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSmuCIÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY\
la siguiente .

En las cuestiones de inconstitucionalidad núms.
2.112/91 y 2.368/95 planteadas por la Sección Tercera
de la Audiencia Provincial de Burgos y el Juzgado de
Primera Instancia núm. 36 de Barcelona, respectivamen­
te, en relación' con el párrafo primero del arto 38.2 de
la Ley 16/1987, de Ordenación de los Transportes
Terrestres, por supuesta vulneración'delos arts. 14,24.1,
53.1 y 3 y 117~3 de la Constitución. Haf) comparecido
el Abogado del Estado y el Fiscal General del Estado,
y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando Gar,;,
cía-Mon y GonzáJez-Regueral, quien expresa el parecer
del Tribunal.

y Cabrera, don Javier Delgado Barrio y don Tomás S.
, Vives·Antón, Magistrados, ha pronunciado

1. Antecedentes

1. Con fecha de 22 de octubre de 1991 tuvo entra­
da en el Registro .General de este Tribunal un Auto de
la Sección Tercera de la Audiencia Provincial de Burgos,
de _21 de septiembre de 1991, por el que se promueve
cuestión de inconstitucionalidad sobre el párrafo primero
del arto 38.2 de la Ley 16/1987, de Ordenación de los
Transportes Terrestres (en·adelaote, L.O.T.T~), por enten­
der que dicho.precepto vulnera los arts. 14, 24. 1 y 117.3
de la Constitución.

La cuestión se plantea al hilo.del recurso de apelación
planteado por lá compañía de transportes «Gacela Bur­
gos, S. A.», frente a la sociedad mercantil ccFumivi, S.
A.)), 'contra la Sentencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 1 de Miranda de Ebro, dictada en juicio. decog­
nición sobre reclamación del pago del precio de un con­
trato de transporte por carretera. La' Sección Tercera
de la Audiencia Provincial de Burgos, una vez conclúso .
el procedimiento, suspendió el plazo para dictar Sen­
tencia, y tras 9ír al Fiscal y a las pártes sobre la per­
tinenciade plantear la cuestión de inconstitucionalidad
sobre el arto 38.2, párrafo primero, de la L.O.T.T., dictó
el :Auto de referencia cuya argumentación se resume
a continuación. . . .

Se dice en 'el Auto de planteamiento que el precepto
cuestionado impide a la Sala entrar/en el estudio del
fondo del asunto, "úes la declaración de inconstituGio.
nalidad' del mismo sería determinante para que aquélla
pudiera fallar la litis, sin tener que apreciar de oficio
su' falta de jurisdicción. Sostiene el órgano judicial que
el preceptocuya posible inconstitucionalidad se plantea
obliga imperativamente a quienes intervienen en un con­
trato de transporte a que resuelvan sus controversias'
ante las Juntas AFbitrales cuando la cuantía no exceda
de 500.000 pesetas, salvo pacto expreso en contrario.
Así se infiere de los términos imperativos en los que
está redactado el párrafo primero del. arto 38.2 y de su
lectura contrastada con el párrafo segundo de dicho artí­
culo, que, cuando la cuantía de la controversia sea supe­
rior a-medio millón de pesetas, faculta a los interesados.
a acudir a las Juntas Arbitrales, pero no les impone dicha
comparecencia como ocurre en el párrafo primero. Esto
así, resu1ta que el problema que efectivamente plantea
la norma cuestionada no es el de la conciliación previa,
como ocurrÍ'a con las denominadas Juntas de Concilia­
ción e Información del Transporte Terrestre, antecedente

- más próximo de las actuales Juntas Arbitrales, ni el de
la actuación arbitral de éstas, sino el de que dicha actua­
ciór, arbitral se imponga coactiva e imperativamente,
pues el precepto en cuestión no regula un arbitraje previo

Pleno. Sentencia 174/1995, "de 23 de
noviembre de 1995. Cuestiones de incons­
titucionalidad 2.112/1991 y 2.368/1995. En
relación con el párrafo primero del artículo
18.2 de la Ley 16/1-987, de Or.denaéión' de
los Transportes Terrestres.

por la jurisprudencia penal en el enjuiciamiento de los
delit.os contra el honor (Cfr. STC 107/1988').

En el caso de la libertad de expresión lo _esencial
es que no se empleen expresiones injuriosas o vejatorias
como ya se indicó y cuando' de lo que se trata es de
la libertad de información resulta además ·decisivo el
canon de la veracidad de la noticia y su relevancia para
la formación de la opinión pública (STC 123/1993), para
cuya diferenciación cabe establecer con carácter gene­
ral, el criterio de que la libertad· en juego será la de
expresión cuando, su ejercicio haya supuesto la exte­
riorizacrón de pensamientos, ideas y opiniones, con inefu­
sión de las creencias y de los juicios de valor~ tratándose,
en cambio, de la libertad de información cuando lo publi­
cado verse sóbre hechos que ,puedan considerarse noti­
ciables, (STC 6/1988).

La libertad general de expresión por una parte y la
Itbertad de prénsa, por otra, como con acierto ha puesto
de relieve la doctrina científica~ rto 'soncírculos exac­
tamente concéntricos de diferentes proporciones sino
más bien c(rculos que se cruzan en los que, como acaba
de hacerse, es imprescindible examinar cuidadosamente
todos los elementos que en ellos inciden para seña.ar
caso por caso el límite ó línea diferencial de lo permitido
y lo prohibido.

Otorgar el amparo solicitado por don Juan Luis
Cebrián Echarri, don, Bonifacio de la Cuadra Fernández '
y la entidad «Promotora de Informaciones, S. A.)) y, en
consecuencia:' ,

1.0 Reconocer el .derecho de los recurrentes a las
libertades de expresión e información.

2~0 Restablecerles en la integridad de sus derechos
fundamentales, y anular .Ia Sentencia. de la Sala Primera
del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 1994, recaída
en el recurso de casación núm. 803/91.

El Pleno del Tribunal Constitucional compuesto por
don Alvino Rodríguez Bereijo, Presidente, don José
GabaldónLópez, don Fe~nando García-Mon y.Gonzá­
lez-Regueral, don Vicente Gimeno Sendra, don Rafael
de Mendizábal Allende, don Julio -Diego González Cam­
pos, don Pedro CruzVillalón, don Caries Viver i Pi-Sunyer,­
don Enrique Ruiz Vadillo, d~n Manuel Jiménez de Parga

Dada en Madrid, a veintiun'o de noviembre de mil
novecientos -noventa y cinco.~Alvaro Rodríguez Berei­
jo.-Vicente.Gimeno Sendra.~edro Cruz. ViUalón.~Enri­
que Ruiz Vadilfo.-Manuel Jiménez de Parga y 9abre­
.ra.-Javier Delgado Barrio.-Firmados y rubricados..
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